                                        “CENTRO MEDICO C/SUCESION PALUMBO

                                          S/C. DE PESOS – ACCION SUBROGATORIA”

                                          y “ANDRADA, R. C/RODRIGUEZ S/DS. Y PS.”

                                          J.  9  SALA III  CAUSAS   Nº  010  y  Nº  010 BIS

                                          REG.  SENTENCIAS  DEFINITIVAS Nº178

                                          ----------------------------------------------------------------

En Lomas de Zamora, a los 08 días del mes de septiembre del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Jueces de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Tercera, de este Departamento Judi-cial, doctores: Norberto Celso Villanueva y Sergio Hernán Altieri, con la pre-sencia del Secretario del Tribunal, se trajeron a despacho para dictar sentencia única las causas acumuladas número: 010 y 010 Bis, caratuladas: “CENTRO MEDICO MONDE GRAN S.A. C/SUCESION PALUMBO, JOSE ARTU-RO S/COBRO DE PESOS – ACCION SUBROGATORIA” y “ANDRA-DA, RAFAEL ALEJANDRO CONTRA RODRIGUEZ, MONICA ALE-JANDRA S/DAÑOS Y PERJUICIOS”.  De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial del mismo Estado, la Cámara re-solvió votar las siguientes:

                                            C U E S T I O N E S:                             




1º) ¿ Es justa la sentencia única apelada ?




2º) ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?                                           




Practicado el sorteo de ley (art. 263, “in fine” del C.P.C. y C.); dio el siguiente orden de votación: Dr. Sergio Hernán Altieri y Dr. Nor-berto Celso Villanueva.- 

                                                  V O T A C I O N:

A la primera cuestión, el Dr. Sergio Hernán Altieri dijo:




I.-  El magistrado entonces titular del Juzgado Nro. 9 dic-tó sentencia única en las causas nº 010 y nº 010 bis, rechazando la excepción de falta de legitimación activa opuesta por los demandados Mónica Alejandra Rodríguez, Hernán Guillermo Palumbo, Ariel Marcelo Palumbo, Daniel Matías Palumbo y Alejandra Sabrina Palumbo -como herederos de José Arturo Palum-bo- y la citada en garantía “Caja de Seguros S.A.” contra “Centro Médico Monde Gran S.A.” y, en consecuencia, admitió la demanda que por cobro de pesos y acción subrogatoria promoviera esta última contra los excepcionantes nombrados en primer término, a quienes condenó a abonarle la suma de $ 11.196.-, con más intereses y costas.  Asimismo, hizo lugar a la demanda de daños y perjuicios promovida por Rafael Alejandro Andrada contra Mónica Alejandra Rodríguez, Hernán Guillermo Palumbo, Ariel Marcelo Palumbo, Da-niel Matías Palumbo y Alejandra Sabrina Palumbo -como herederos de José Arturo Palumbo- y la citada en garantía “Caja de Seguros S.A.”, a quienes con-denó a abonar la suma de $ 90.000.-, con más intereses y costas.  Por último, difirió las pertinentes regulaciones de honorarios profesionales para la oportu-nidad en que exista base patrimonial firme (ver fs. 964/78 vta. de los autos ca-ratulados: “Centro Médico Monde Gran S.A. C/Sucesión Palumbo s/Cobro de Pesos - Acción Subrogatoria” y fs. 908/22 vta. del expediente: “Andrada, Ra-fael c/Rodríguez s/Ds. y Ps.”).-




II.- Los perdidosos y el actor Rafael Alejandro Andrada apelaron dicho pronunciamiento, siéndoles concedidos los recursos libremente (ver fs. 985/86 del expte. nº 010 y fs. 925/28 del expte. nº 010 bis).




Los demandados materializaron su crítica en la causa n° 010 a fs. 1005/07 vta.;  presentación esta que no ha recibido réplica de la con-traparte.  Por su parte, el reclamante de la causa n° 010 bis esbozó sus agravios a fs. 940/50 vta., en tanto que los accionados hicieron lo propio a fs. 951/53, obrando las réplicas a fs. 955/58 y fs. 959/60, respectivamente.-




III.- Se agravian los encartados de la causa n° 010 por el rechazo de la excepción de falta de legitimación activa, brindando los argumen-tos que avalan su derecho.




Sostienen, sobre el punto, que las prestaciones médicas que conforman la naturaleza del contrato que une a la prepaga con su afiliado, constituye la asunción de una deuda propia, por lo que resulta improcedente -a su entender- el reclamo formulado, habida cuenta que la actora ha percibido como contraprestación una cuota mensual.




Luego señalan que la ley no prevé la subrogación de la empresa de medicina prepaga en los derechos de la víctima, siendo los aportes de los afiliados los que costean los gastos a efectuarse para la atención de aqué-llos.




En definitiva, alegan que el supuesto de autos recae en la esfera de las obligaciones concurrentes;  en los que, dicen, quien supuestamente pagó es el propio deudor y no un tercero;  régimen éste, distinto al principio de contribución fijado para las obligaciones solidarias que establece el artículo 716 del Código Civil.




A su turno, el actor de la causa n° 010 bis comienza sus quejas desconformándose por la conclusión esgrimida por el sentenciante en torno a la reducción del importe compensatorio en razón de haberse verificado en el caso un supuesto de transporte benévolo.




Luego critica los montos otorgados para resarcir la inca-pacidad psicofísica y el daño moral, con pie en los fundamentos que indica.




Después objeta que se haya omitido otorgar una suma re-sarcitoria independiente en concepto de lesión estética.




A renglón seguido, se agravia por cuanto el sentenciante denegó la reparación del rubro rotulado “gastos materiales”, sin tener en cuenta que este reclamo fue materia de prueba en autos, y en atención al principio de reparación integral que signa la materia.




Más adelante, critica que el judicante haya rechazado el ítem “tratamiento psicoterapéutico”.




Por último, cuestiona el rechazo del rubro “lucro cesan-te” y la tasa de interés fijada por el magistrado de origen.




Por su parte, los encartados se agravian por el “quántum” otorgado para enjugar las partidas indemnizatorias intituladas “gastos de tras-lados”, “incapacidad” y “daño moral”, requiriendo su reducción sustancial.-




IV.-  En primer término, corresponde señalar en torno a lo expuesto en el escrito de réplica obrante a fs. 959/60 (pto. II) de la causa nº 010 bis que, la expresión de agravios traída por los accionados, alcanza a sa-tisfacer adecuadamente los requisitos exigidos por la ley ritual como para con-siderar abastecida la crítica, de manera entonces que la solicitud allí formulada no habrá de recibir favorable recepción (art. 260 del Código Procesal C. y C.).




Sentado lo expuesto, cabe comenzar el análisis de estos juicios acumulados,  y para ello, habré de respetar la estructura lógica de la pie-za decisoria recurrida;  vale decir, preliminarmente abordaré las quejas de los accionados relacionadas con el rechazo de la excepción de falta de legitimación activa que opusieran en el expediente n° 010.




Abocándome a dicha cuestión, cuadra recordar que la le-gitimación para obrar está dada por la titularidad, activa o pasiva, de la relación jurídica sustancial en que se basa la pretensión, con prescindencia de que esta última tenga o no fundamento.




La defensa de falta de legitimación resulta viable cuando el actor;  o en su caso el demandado, no son las personas especialmente habili-tadas por la ley para asumir tales calidades, con referencia a la concreta materia sobre la cual versa el proceso a fin de obtener una sentencia favorable (doct. art. 345 inc. 3° del C.P.C.C.).




Pues bien;  no ha resultado motivo de agravio el carácter de afiliado del Sr. Rafael Alejandro Andrada a la prepaga demandante;   así como tampoco resultó motivo de queja, el total abonado por la prestadora del servicio médico ($ 11.196).  La  decisión del sentenciante que agravia a los accionados, es el rechazo de la excepción de falta de legitimación activa, por considerar aplicable al caso de autos lo dispuesto por el artículo 768 inciso 3° del Código Civil.




El término "subrogar" jurídicamente significa "sustituir", ya sea a una persona por otra o una cosa por otra que se lo utiliza con diversos alcances, siendo el pago con subrogación una institución jurídica compleja, que implica un desdoblamiento de los efectos principales del pago, pues si bien se extingue el crédito del acreedor primitivo, el deudor no se libera ya que queda obligado frente al tercero que desinteresó al acreedor.




El instituto del pago con subrogación se encuentra pre-visto en el art. 767 del Cód. Civil por el cual tiene lugar cuando lo hace un tercero a quien se transmiten todos los derechos del acreedor, que puede ser convencional o legal.  La subrogación convencional puede ser acordada entre el acreedor y un tercero sin intervención del deudor o entre el deudor y un tercero sin el consenso del acreedor.  La subrogación legal, en tanto, se encuentra prevista en el art. 768 del mismo ordenamiento que dispone los casos en que es procedente en los derechos del acreedor satisfecho, prescindiendo de la vo-luntad de las partes y en el supuesto del inciso 3° establece que tiene lugar sin dependencia de la cesión expresa del acreedor a favor del tercero no interesado que hace el pago, consintiéndolo tácita o expresamente el deudor o ignorán-dolo.




Se ha dicho que este artículo permite “a fortiori” la sub-rogación legal cuando el sujeto del pago es un tercero interesado, pues una in-terpretación distinta de la norma carecería de toda lógica y que si bien la norma no prevé expresamente que existan casos en que un tercero interesado pueda pagar contra la oposición del deudor y subrogarse en razón de tal pago en los derechos del acreedor satisfecho con independencia de la voluntad de las par-tes, ello surge a contrario sensu de lo que establece dicho inciso (ver Belluscio-Zannoni, "Código Civil y leyes complementarias comentado..., T° 3 pág. 572 y ss.).




Sostienen los recurrentes que dicha normativa contempla un supuesto distinto al de autos, afirmando que la empresa actora al abonar los servicios médicos que debió brindar a su afiliado cumplió con una obligación que le era propia y, por ende, no reviste el carácter de tercero como la dis-posición legal citada lo requiere.




Pues bien;  considero que debe escindirse la posición de la entidad de cobertura médica frente a su afiliado en el caso en que éste sufra un accidente de tránsito ocasionado por un tercero, pues entre los primeros la firma brinda el servicio al que se obligó oportunamente afrontando los costos para subsanar el daño sufrido por el asociado quien paga sus cuotas para su seguridad ante la eventual necesidad de que le sean suministrados determinados servicios médicos, ya sea en forma regular como en una emergencia de salud y ciertamente es un deudor (prestador) que pagó su propia deuda a su acreedor (afiliado) fundada en el contrato de cobertura médica, pero frente al autor del daño, quien es ajeno a aquella relación contractual sin duda reviste el carácter de tercero, en el caso interesado, pues se encuentra obligado contractualmente a cumplir con la prestación acordada.




Si bien de esa forma desinteresa a la víctima que es su acreedor, abonando los servicios médicos pertinentes, resultaría injusto que ello beneficie a quien ha causado los daños y lo libere de la deuda de reparación que él tenía con relación al damnificado nacida de un hecho ilícito, cuya demos-tración claro está se encuentra a cargo de quien pretende tal subrogación, ya que la lesión en la persona del afiliado no es una contingencia natural o la evo-lución normal de una enfermedad o tal vez producto de un accionar propio sino se trata de un daño provocado por un tercero y aunque la entidad deberá cubrir en primera instancia todos los gastos médicos que por ello se irroguen, en cumplimiento del contrato existente con la víctima, que se reitera, ha querido asegurarse una adecuada atención ante una emergencia no tiene que liberar de tal forma al responsable del daño, que así se beneficiaría nada más que por la actitud previsora del dañado.




Y no se me escapa que la entidad médica estaba obligada frente al afiliado en virtud del vínculo convencional a solventar las erogaciones médico asistenciales en razón de las lesiones que sufrió aquel; sin embargo, el cumplimiento de la prestación contractual se desenvuelve en un ámbito diverso al extracontractual que es el que interesa en la hipótesis, respecto al autor o responsable del hecho ilícito, que es deudor de la indemnización en razón del mismo, que le es imputable. En cambio, la entidad accionante es deudora de la prestación consistente en el pago de los gastos de asistencia del afiliado, atento al vínculo convencional o contractual, pero la exigibilidad de la prestación a la entidad no puede desvincularse del carácter indemnizatorio que tal prestación posee, de modo que al pagar opera la subrogación legal prevista por el art. 768 inc. 3° del Cód. Civil.




En efecto;  no debe confundirse la posición de la entidad de cobertura médica frente a su afiliado y frente al autor del daño.  En cuanto a la primera subsana el daño sufrido por el asociado, resulta ser un deudor que paga su propia deuda fundada en un contrato de cobertura médica;  empero frente al autor del perjuicio, para quien ese contrato es “res inter alios acta”, que no puede beneficiarlo, la empresa médica es un tercero que ha venido a liberarlo de la deuda de reparación que él tiene con relación al damnificado.




Por eso se ha dicho, con razón, según entiendo, que opera un desdoblamiento de la obligación por cuyo efecto si bien el pago agota la pretensión del acreedor desinteresado, no extingue la deuda ya que el deudor sigue obligado frente al tercero y que sin duda la prepaga no ha querido hacer una donación al deudor, agente del daño;  máxime que tal "animus donandi" no se presume (art. 1813 y 1818 del Cód. Civil), por lo cual como tercero que ha hecho el pago para desinteresar al deudor, puede pretender la recuperación de lo desembolsado (cfr. Cám. Nac. Civil, Sala K, S. 15-5-06, in re: “HSBC Salud Argentina S.A. c/C., L.M. y otros).




Todo lo expuesto permite concluir que aunque la entidad prestadora del servicio médico actora se encuentre unida contractualmente con su afiliado y en razón de ello deba abonarle las sumas correspondientes para satisfacer la prestación a la que se obligó, sin duda reviste la calidad de tercera respecto de la relación existente entre su afiliado víctima de un accidente (acreedor) y quien resulte responsable de los daños que le haya provocado (deudor de la indemnización). Esa situación permite encuadrar el supuesto de autos en lo previsto por el art. 768 inc. 3° del Digesto Civil, pues dicho pago fue efectuado por una persona jurídica ajena a éstos últimos, que en cumpli-miento de su obligación desinteresa al damnificado, pero no exonera a quien produjo el daño, pues de lo contrario la empresa de medicina prepaga, cancelaría una obligación que en el inicio le era exigible al autor del ilícito, habiendo nacido la deuda de ese hecho cuando en definitiva debía ser abonada por quien lo causó. De ser así, se liberaría el responsable de ese daño bene-ficiándolo por la actitud previsora de la víctima al haber contratado un plan médico de salud, en desmedro de la empresa que cubrió la prestación y quien por haber actuado sin conocimiento de aquel, puede entenderse que ha obrado como un gestor de negocio y que el art. 727 -segunda parte- del ordenamiento Civil autoriza a reembolsarle lo que hubiere entregado para desinteresar al acreedor (conf. Llambías, "Tratado de Derecho Civil", t° II, pág. 735, n° 1420).




Como puede apreciarse, la sociedad, como en el caso de la actora, es tercera interesada en cuanto al crédito que su asociado tiene ante el responsable del daño y ello es así al tratarse de relaciones obligacionales autó-nomas, la que soporta la obra social frente a su asociado, no puede ser obstativo a la subrogación operada a raíz de la cobertura total o parcial del perjuicio resarcible. El responsable del daño si hubiere satisfecho de inmediato los gastos derivados de la atención médica, evitaría el reclamo de quien ha tenido que asumirlos a pesar de estar ligada a la víctima por otro contrato (conf. Cám. Nac. Civ., Sala E, S. 25-2-02, in re: "Asociación Mutualista Empleados Banco Provincia de Buenos Aires c/Soria, Dario s/Ds. y Ps.").




Así, no advierto que la posibilidad de subrogación con-templada configure un enriquecimiento sin causa para la entidad médica, como lo sostiene el apelante, ya que dentro de las cuotas que el afiliado debió abonar mensualmente se encuentran contemplados todos los servicios y las prestacio-nes a las que la empresa se obliga a brindar, incluyendo los gastos que hacen su normal funcionamiento, teniendo en cuenta las características de los contratos de medicina prepaga que generalmente revisten el carácter de convenio de adhesión, en razón de haber predispuesto la empresa que brinda el servicio las cláusulas del plan al que adhiere el usuario, diagramando unilateralmente su contenido y el adherente tiene tan sólo la posibilidad de aceptarlo o rechazarlo, sin poder discutir el contenido del negocio (cfr. Cám. Nac. Civ., Sala K, S. 21-2-96, in re: "G de R c/Asociación Civil del Hospital Alemán y otro s/daños y perjuicios", Expte. n° 169.843), por lo cual el dinero abonado por los afiliados no está destinado para responder a un eventual hecho ilícito que éstos sufran.

Si así se considerara, como dije más arriba, cada persona que por previsión natural se afiliara a uno de estos sistemas, estaría subvencionando en cuotas a un tercero ajeno que es autor de su propio daño;  o sea que éste se liberaría de una parte de la indemnización debida a la víctima que sólo ha buscado la tranquilidad de una adecuada y eficiente atención médica inmediata (cfr. La Ley, 1999-D, 50, jurisp. allí cit.).




Por todo lo expuesto, coincido con la decisión dictada en primera instancia en cuanto rechaza la excepción de falta de legitimación activa opuesta por los demandados y la citada en garantía, y por ello propongo que en este aspecto sea confirmada (cfr. Cám. Nac. Civil, Sala K, S 15-5-2006, in re:  “HSBC Salud Argentina c/C. L. M.”, pub. en La Ley Online;  cfr. misma Sala  K, S. 29-5-2006, in re: “Cuccaro, Juan c/Unión Transp. de Empresas”, pub. en La Ley Online;  v. asimismo:  Sala K, S. 29-10-98, in re: “Schonfeld c/Transp.. de Colectivos General San Martín”, pub. en La Ley 1999-D, 50 - DJ, 1999-3-61;  ídem:  Sala K, S. 2-5-03, in re:  “Asoc. Mutualista c/Galván” en La Ley 2003-C, 846;  ídem:  Sala H, S. 13-11-07, in re: “G., J. C. c/Santini”, pub. en La Ley Online;  Sala A, S. 2-5-07, in re: “Malcervelli c/Grupo Conces. Oeste”, en La Ley Online;  ídem:  Sala E, expte. n° 342.717, S. 15-4-2002 y Sala F, expte. n° 251.305, S. 9-3-99).-




V.- Previo a adentrarme al análisis del capítulo resarci-torio que abarca los daños personales padecidos por el actor Andrada, creo conveniente dejar sentado que discrepo con la postura jurisprudencial sindicada por el magistrado de origen; a estar a la cual, cuando se verifica un supuesto de transporte benévolo, en razón de revestir un comportamiento “servicial”, “altruista” o por ser un “acto a favor de la víctima absolutamente desintere-sado”, ello conduce a una reducción considerable del importe compensatorio por el daño causado.




Es que, a mi modo de ver, en el transporte benévolo quien acepta ser transportado lo hace sobre el presupuesto de que el conductor durante el viaje respetará las normas de tránsito y pondrá la pericia y cuidados propios de quien tiene el manejo de una cosa riesgosa.  Por ello, si ocurre un accidente y el pasajero se lesiona, el dueño o guardián responderá por ese daño como si se tratara de un transporte oneroso (art. 1113, segunda parte, del Có-digo Civil;  cfr. CC0002 SM, causa n° 50.741, RSD-129-02, S. 9-5-2002).


|

En efecto;  la circunstancia de tratarse de un supuesto de transporte benévolo no habilita “per se” la atenuación de la responsabilidad ci-vil, ni la reducción de los montos indemnizatorios porque -por vía de principio- no rige el criterio de la aceptación de riesgos por parte de la víctima (cfr. CC0002 AZ, causa n° 39.541, RSD-94-98, S. 8-9-98).




Por lo demás, si bien es posible recurrir en determinados supuestos a los principios contenidos en el artículo 16 del Digesto Civil para la reducción equitativa de la indemnización fijada por los daños y perjuicios deri-vados del accidente ocurrido durante el transcurso de un transporte benévolo, ello no puede ser aplicado como regla en tanto restringe el principio mas espe-cífico de la reparación integral de la víctima contenido en el mismo ordena-miento (cfr. Cám. Nac. Civil, Sala E, S. 6-2-2008, in re: “Valenzuela Lizana, Ramón c/Herederos de Héctor Daniel Billiani”).-




VI.- Sentado cuanto precede, paréceme atinado comenzar recordando que los porcentajes de incapacidad discernidos por los expertos no aparejan, de modo inexorable, el automático cálculo indemnizatorio en función de dichos baremos, toda vez que estos constituyen pautas orientativas o referenciales que exigen ser conjugadas con los restantes elementos de la causa, a fin de conocer -con relativa aproximación- la verdadera incidencia minorante de las lesiones (cfr. C.A.L.Z., Sala II, causa nº 21.121, S. 4-3-1998, entre otras en igual sentido).




Expuesto ello, cuadra puntualizar en derredor al ítem ro-tulado “incapacidad psicofísica”, que la perito médica actuante, Dra. Zulema Amelia Taboada, luego de examinar a la víctima de autos, constató las secuelas que padecía a consecuencia del accidente en que se vio involucrada, detallando:  politraumatismo, traumatismo encefalocraneano con pérdida de conocimiento, complicado por los focos contusivos hemorrágicos en región parietal izquierda y temporal derecha, broncoaspiración, proceso infeccioso pulmonar, sepsis sobre un terreno previo de epilepsia y drogadicción;  todo lo cual le ha dejado al peritado una encefalopatía postraumática, con una incapacidad parcial y per-manente del 50 % de la total obrera (ver fs. 597/601 vta. del expte. n° 010 bis).




Asimismo, a fs. 617/18 de la causa acumulada n° 010 bis obra ampliación de la pericia presentada por la referida galeno, quien esta vez se expide en derredor a las lesiones estéticas y secuelas traumatológicas halla-das en la víctima de marras;  a las que me remito, y de las que derivaron, final-mente, la presencia de una incapacidad parcial y permanente que tasó en el 20 % de la total obrera (ver informe de fs. 625 del sumario citado).




Por su parte, el perito médico psiquiatra -Dr. Eduardo Héctor Napolitani- elevó su dictamen, que obra glosado a fs. 662/66, señalando que el actor Andrada padece un trastorno post-conmocional de los traumatiza-dos de cráneo severo con un cuadro depresivo y fóbico, encontrando vincula-ción causal entre dicha patología y el accidente motivo de autos.  Estimó la incapacidad del peritado en un 40 % parcial y permanente de la total obrera, recomendando, asimismo, la necesidad de emprender un tratamiento psicoló-gico que lo ayude en este proceso post-traumático, con una frecuencia de dos veces por semana, durante cuatro años, entre otras recomendaciones que se tiene presentes (ver fs. 660 vta/661).




Las conclusiones efectuadas por los galenos en sus infor-mes cuentan con adecuado fundamento científico, y si bien han recibido pedido de explicaciones por parte de los litigantes, considero que las explicaciones brindadas han permitido conformar un núcleo convictivo apropiado en torno a la concreta entidad de las lesiones y sus secuelas, por lo que a sus términos he de atenerme (arts. 384 y 474 del Cód. de forma).




Dable es destacar entonces, que la incapacidad física debe ser reparada integralmente, valorando no sólo el deterioro ocasionado para la realización de determinados trabajos, sino también las genéricas posibilida-des futuras en función de pautas razonables.




La determinación del monto indemnizatorio se encuentra librada a la prudente apreciación judicial, atendiendo a las circunstancias par-ticulares del damnificado que se desprenden de la causa, entre otras:  la natura-leza de las lesiones sufridas, edad del afectado, salud, sexo, coeficiente estético anterior, estado civil, familiares a cargo, etc. (conf. Cám. Nac. Civil, Sala A, L.L. 1976-A-1391, Sa-la D, L.L. 1976-C-424).




En este contexto y ponderando la totalidad de los factores enunciados, juzgo equitativo elevar la suma fijada por el judicante de grado para compensar el rubro bajo examen intitulado “incapacidad psicofísica y da-ño estético”, a la cantidad de $ 150.000.-;  pues dicha cifra -en mi opinión- guarda atinada correspondencia con el alcance de los disturbios en el área exa-minada, al propio tiempo que se condice con las pautas monetarias seguidas por este Tribunal para casos análogos (arts. 1086 del Cód. Civil y 165, 384, 474 y concs. del Cód. Procesal C. y C.).




Para clausurar esta faceta del disenso, réstame señalar     -con relación a la divergencia que ha suscitado la falta de una autónoma in-demnización por la lesión estética- que, sobre el tema predomina la tendencia interpretativa propiciada por la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires y la Corte de Nación, en el sentido de que los daños a las personas no son cate-gorías con autonomía resarcitoria, y a la hora de su indemnización y tipifi-cación se traducen en daños patrimoniales y morales.




En efecto;  en el ámbito casatorio bonaerense se decidió que el daño es patrimonial o extrapatrimonial, añadiendo sobre el particular el doctor Roncoroni en sus argumentaciones que, “El daño a la salud o daño bio-lógico, el daño estético, el daño psicológico no constituyen un ´tertium genus´, que deban indemnizarse en forma autónoma, particularizada e independiente del daño patrimonial y del daño moral.  El Juez, al abordar el daño moral y el daño patrimonial que provocan una lesión incapacitante de la integridad psico-física del sujeto, pondera y tasa el menoscabo espiritual y patrimonial que la omnicomprensiva lesión a la integridad psicofísica o las lesiones estéticas o psicológica que experesan parcelas de aquella, provocan al actor” (S.C.B.A., Ac. 77.461, S. 13-11-2002).




Ahora bien;  ello no obsta a que, conforme a las singula-ridades de cada caso, que dependen particularmente de la naturaleza de las pre-tensiones de las partes, de la decisión de primera instancia, de los alcances de los agravios, del principio de congruencia decisoria, etc., por razones prácticas o metodológicas, se otorguen montos individualizados para cada rubro.




Es decir, que el hecho de efectuar -en una sentencia- un tratamiento por separado de los distintos rubros, o por el contrario, como acaece en el caso, se los englobe, ello obedece exclusivamente a una razón práctica y metodológica, sin que implique contrariar los principios jurídicos descriptos precedentemente.




Se trata, en definitiva, de aplicar un criterio más cercano al ensanchamiento de la incapacidad o integridad psicofísica que a la emancipa-ción conceptual e indemnizatoria de una tercera categoría de daños.  Es que el resarcimiento por separado y con cuantía propia obedece más que al daño en si mismo (estético, psicológico, etc.), a su entidad, gravedad y permanencia cons-titutivas más bien de la incapacidad o alteración de la incolumidad.




Sobre el particular, se ha elaborado una conclusión -que comparto plenamente- en virtud de la cual, en suma y más allá de las califica-ciones o ´nomen iuris´que demos a las cosas y a los perjuicios a tarifar, de lo que se trata es de indemnizar justa e integralmente estos últimos.  Desde ya, que cuidándonos de caer en duplicaciones indemnizatorias, en excesos o dema-sías que transformen la fajina reparadora del juez en una fuente de lucro para el damnificado y de injustificado agravamiento de la situación del deudor;  em-pero también, de quedar aherrojados por la mezquindad y en una situación que desemboque en una indemnización escasa o insuficiente, desde que al ser me-nor que la debida no es el equivalente al daño sufrido y, por ende, no lo repara íntegramente, dejando abiertas heridas o bolsones de menoscabos en la esfera del damnificado (doct. art. 1083 del Digesto sustantivo).  Ni más ni menos. Tan sólo la reparación jurídicamente integral, que no es otra cosa que la indemniza-ción o el equivalente dinerario en la medida de lo justo -equitativo- para el caso determinado (cfr. CC0103 LP, causa n° 235.536, S. 31-8-2000).




Con la antedicha argumentación, considero que he dado acabada respuesta al agravio que la representación letrada del actor ha esbo-zado sobre el particular.-




VII.- En lo que concierne al daño moral, sabido es que su cuantificación queda sujeta, más que cualquier otro concepto, al prudente ar-bitrio judicial, dependiendo del hecho generador, así como de las particulares situaciones que en cada supuesto se verifican (S.C.B.A., causa Ac. 42.303, S. 3-4-90).




Tratándose de un perjuicio que, por su propia naturaleza, no resulta mensurable, tampoco es factible establecer por equivalente su valua-ción dineraria, desde que, en definitiva supone conmutar lo inconmutable.




Se debe recurrir entonces a pautas relativas según un cri-terio de razonabilidad, que intente acercar equitativamente la tasación a la reali-dad del perjuicio.




Y en esa misma dirección, siendo que el daño moral es una alteración profundamente subjetiva e inescrutable, la apreciación por el juez para fijar en dinero su compensación debe ser necesariamente objetiva y abstracta.  Para ello debe tomar en consideración cual pudo ser hipotéticamente el estado de ánimo de una persona común, colocada en las mismas condiciones en que se halló el damnificado (ver en dicho sentido: Bustamante Alsina, Jorge, "Equitativa valuación del daño no mensurable", en La Ley, 1993-A-347 y ss.).




Lo que se procura, en definitiva, es alcanzar un objetivo justo dentro de una seguridad mínima, que no priorice la situación del dañador, ni automatice la indemnización, desentendiéndose de las particularidades de ca-da suceso.




Dentro de dicho contexto interpretativo, considero ajus-tado elevar la cantidad escogida en primera instancia para enjugar este que-branto al accionante Andrada, a la cantidad de $ 46.000.-, puesto que -a mi entender- dicha cifra resume con integridad los disturbios espirituales que el accidente debió haberle provocado (arts. 1078 del Cód. Civil y 165, 384 y concs. del ordenamiento adjetivo).-




VIII.- Partiendo del principio de la reparación integral, demostrada la existencia de lesiones corporales -tal como emerge en forma os-tensible en la especie- y, atento a las características del siniestro, corresponde acceder a la solicitud por los “gastos materiales”, aún cuando los mismos no se encuentren cabalmente acreditados, hayan sido cubiertos por una obra social o el accidentado hubiese sido atendido en un sanatorio público, pues es notorio que siempre existen erogaciones que deben ser solventadas por las propias víctimas (arts. 1086 y 1109 del Cód. Civ.;  C.A.L.Z., Sala II, reg. sent. nº 1063/81).




No obstante ello y, como es bien sabido, estos desem-bolsos se hallan ligados con la naturaleza de las lesiones y sus secuelas, de mo-do que deben ser evaluados con suma prudencia;  en base a lo cual, y espe-cialmente en lo consignado por el experto en psiquiatría designado en estos obrados (ver fs. 664), quien informó acerca de la necesidad de que el actor se someta a un tratamiento psicoterapéutico, psicofarmacológico y controles neu-rológicos, juzgo razonable incluir una partida resarcitoria para indemnizar este rubro;  importe que establezco en $ 10.000.-, ya que -a mi modo de ver- el aludido guarismo mantiene apropiada relación con el costo y probable estén-sión de los mecanismos rehabilitatorios recomendados, amén de guardar sin-tonía con las particularidades que rodearon al evento dañoso (cfr. arts. 1086 del Digesto Civil y, 165, 384, 472 y 474 del Cód. adjetivo).




Para clausurar esta faz de las quejas, y en función de las motivaciones expuestas, luce equitativo el importe fijado en primera instancia para compensar el ítem “gastos de traslados”, por lo que he de propiciar su con-firmación (arts. 1086 y 1109 del Código sustantivo y, 165 y 384 del rito).-




IX.- Tocante al rubro intitulado "lucro cesante", recuerdo que dicho concepto se produce cuando acaece un cercenamiento de utilidades o beneficios materiales susceptibles de apreciación pecuniaria;  es decir, la pérdi-da de algún enriquecimiento valorable desde una óptica económica (C.A.L.Z., Sala II, causa nº 20.333, S. del 25-2-99, entre otras en idéntico sentido).




Siendo ello así, considero oportuno señalar asimismo que el lucro cesante requiere de una prueba adecuada y fehaciente de sus presu-puestos (arg. art. 1069 del Cód. Civil).




Por lo tanto, siendo que la frustración de ganancias debe responder a una realidad y, como tal, ser demostrada;  el perjuicio, para ser re-sarcible debe ser cierto y su prueba corre por cuenta de quien lo reclama, de-biendo hacerlo certeramente y aportando a la causa la información necesaria para su determinación por el juzgador, pues -como se sabe- no corresponde acordar indemnización sobre la base de simples conjeturas (C.A.L.Z., Sala II, causa nº 26.936, S. del 26-3-2002).




A la luz de tales principios y en virtud del infructuoso material probatorio arrimado por el disconforme, forzoso es concluir en la de-sestimación del ítem en cuestión, toda vez que el reclamante no dispuso los medios necesarios para lograr acreditar en forma cabal y sólida el perjuicio que reclama haber sufrido, ya que lo único que aportó a la causa es la prueba tes-timonial utilizada para la obtención de la carta de pobreza -cuyos deponentes no se expiden con la convicción que era dable aguardar- y un acta de infracción -por no tener la pertinente habilitación comercial en el rubro “florería”- lacrada por la Municipalidad de Esteban Echeverría;  todo lo cual potencia el rechazo del ítem bajo análisis (arts. 1069 del Cód. sustantivo y, 375, 384, 456 y ccs. del Cód. adjetivo).




En definitiva:  la decisión adoptada en la instancia de origen aparece incólume y debe mantenerse, por cuanto la ausencia probatoria de los presupuestos necesarios que hacen a la viabilidad del concepto recla-mado, erígese como una valla insalvable a la hora de juzgar la procedencia del agravio (art. 375 del C.P.C.C.).-




X.-  Por último, cuadra abordar ahora el tópico vinculado a los intereses, cabiendo recordar al respecto que esta Sala ha tenido oportuni-dad de expedirse recientemente sobre el mentado punto, y luego de hacer un examen retrospectivo de la cuestión y de la realidad que anega a la Jurisdic-ción, decidió -con pie en los argumentos allí vertidos- aplicar tasas diferencia-das, modificando entonces parcialmente el criterio que otrora venía adoptando para casos similares al presente.




Es así que, sin desconocer la doctrina legal elaborada por nuestro Máximo Tribunal Provincial en torno a los accesorios derivados de cuasidelitos, pero con el único norte de perseguir desalentar la morosidad y compatibilizar la actualidad que rige nuestros estrados, considero ajustado mantener los accesorios fijados en el primer estrado desde la fecha del hecho y hasta que la sentencia quede firme o en condiciones de ser ejecutoriada (pe-ríodo liminar del juicio), conforme la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días, vigente durante los distintos períodos de aplicación;  es decir, la "tasa pasiva"  (art. 622 del Código Civil).  Y desde allí, hasta el momento de concretarse el efectivo pago (etapa de ejecución de sentencia), conforme la tasa que cobre la mencionada institución bancaria oficial, en sus operaciones de descuento de documentos, también en los sucesivos períodos de aplicación;  esto es, la "tasa activa" (cfr. C.A.L.Z., Sala III, causa n° 118, in re: “Mariani, Guillermo c/Jaime s/Ds. y Ps.”, S. del 18-6-09, entre otros precedentes en igual dirección).-

En consecuencia, con la salvedad recién apuntada y las establecidas en los considerandos VI, VII y VIII:

                                     VOTO POR LA AFIRMATIVA                                                                                                                                                 

A la primera cuestión, por compartir los mismos fundamentos, el Doctor Villanueva dijo que: VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

A la segunda cuestión, el Dr. Sergio Hernán Altieri expresó:




Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión anterior, co-rresponde confirmar -con el alcance que surge de los considerandos prece-dentes- la apelada sentencia única de fs. 964/78 vta. de los autos caratulados: “Centro Médico Monde Gran S.A. C/Sucesión Palumbo s/Cobro de Pesos - Acción Subrogatoria” y de fs. 908/22 vta. del expediente: “Andrada, Rafael c/Rodríguez s/Ds. y Ps.”, modificándola en cuanto resuelve acerca de los ru-bros rotulados “incapacidad psico-física y lesión estética” y “daño moral”;  los cuales se establecen en las sumas de $ 150.000.- y de $ 46.000.-, respectiva-mente, para compensar al actor Andrada.  Asimismo, habrá de fijarse la suma de $ 10.000.- para resarcir al nombrado el concepto “gastos materiales”.  Por último, habrán de mantenerse los accesorios fijados en el primer estrado desde la fecha del hecho y hasta que la sentencia quede firme o en condiciones de ser ejecutoriada (período liminar del juicio), conforme la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días, vigente durante los distintos períodos de aplicación;  es decir, la "tasa pasiva"  (art. 622 del Código Civil).  Y desde allí, hasta el momento de concretarse el efectivo pago (etapa de ejecución de sentencia), conforme la tasa que cobre la mencionada institución bancaria oficial, en sus operaciones de descuento de documentos, también en los sucesivos períodos de aplicación;  esto es, la "tasa activa". Las costas de Alzada deberán imponerse a la parte demandada, en virtud del prin-cipio objetivo de la derrota (art. 68 del C.P.C. y C.).  Propicio diferir la consi-deración de los honorarios profesionales, hasta la oportunidad en que se prac-tiquen las correspondientes determinaciones en la instancia de origen.-





ASI LO VOTO          

A la segunda cuestión, por compartir los mismos fundamentos, el Doctor Villanueva expresó que: VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:





S E N T E N C I A   

Que en el Acuerdo celebrado quedó establecido:








1º) Que la apelada senten-cia única de fs. 964/78 vta. de los autos caratulados: “Centro Médico Monde Gran S.A. C/Sucesión Palumbo s/Cobro de Pesos - Acción Subrogatoria” y de fs. 908/22 vta. del expediente: “Andrada, Rafael c/Rodríguez s/Ds. y Ps.”, debe confirmarse en lo sustancial que decide, con las salvedades formuladas en los considerandos VI, VII, VIII y X.-








2º) Que las costas de Alzada deben imponerse a la parte demandada, en virtud del principio objetivo de la derrota.-    




POR ELLO: Y fundamentos consignados en el Acuerdo, confírmase -con el alcance que surge de los considerandos precedentes- la apelada sentencia única de fs. 964/78 vta. de los autos caratulados: “Centro Médico Monde Gran S.A. C/Sucesión Palumbo s/Cobro de Pesos - Acción Subrogatoria” y de fs. 908/22 vta. del expediente: “Andrada, Rafael c/Rodríguez s/Ds. y Ps.”, modificándola en cuanto resuelve acerca de los ru-bros rotulados “incapacidad psico-física y lesión estética” y “daño moral”;  los cuales establécense en las sumas de $ 150.000.- y de $ 46.000.-, respectiva-mente, para compensar al actor Andrada.  Asimismo, fíjase la suma de $ 10.000.- para resarcir al nombrado el concepto “gastos materiales”.  Por último, mantiénense los accesorios fijados en el primer estrado desde la fecha del he-cho y hasta que la sentencia quede firme o en condiciones de ser ejecutoriada (período liminar del juicio), conforme la tasa que pague el Banco de la Pro-vincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días, vigente durante los dis-tintos períodos de aplicación;  es decir, la "tasa pasiva".  Y desde allí, hasta el momento de concretarse el efectivo pago (etapa de ejecución de sentencia), conforme la tasa que cobre la mencionada institución bancaria oficial, en sus operaciones de descuento de documentos, también en los sucesivos períodos de aplicación;  esto es, la "tasa activa".  Impónense las costas de Alzada a la parte demandada, en virtud del principio objetivo de la derrota.  Difiérese la conside-ración de los honorarios profesionales hasta la oportunidad señalada al tratar la segunda cuestión. Regístrese. Notifíquese y, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-

